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Culiacán Rosales, Sinaloa, en sesión ordinaria de Sala Superior del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, 

correspondiente al día once de octubre del año dos mil 

diecisiete, integrada por los CC. Magistrados: Dr. Héctor 

Samuel Torres Ulloa, en su carácter de Presidente, M.C. 

Jorge Antonio Camarena Ávalos y Lic. Jesús Iván Chávez 

Rangel, actuando el segundo en mención como ponente de 

conformidad con el artículo 114 cuarto párrafo de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, se dictó resolución al 

recurso de revisión citado al rubro, interpuesto por el Licenciado 

********** en su carácter de delegado jurídico de la Dirección de 

Planeación del Desarrollo Urbano Sustentable del H. 

Ayuntamiento de Mazatlán, Sinaloa, autoridad demandada en el 

juicio principal, en contra de la sentencia de fecha doce de octubre 

de dos mil dieciséis, dictada por la Sala Regional Zona Sur de este 

órgano jurisdiccional. 

 

    ACTUACIONES 
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I. ANTECEDENTES: 

 

1.- La C. *********** parte actora en el juicio principal, a 

través del escrito inicial y anexos recibidos por la Sala referida, con 

fecha veintisiete de octubre de dos mil quince, se presentó a 

demandar a la Dirección de Planeación del Desarrollo Urbano 

Sustentable del Honorable Ayuntamiento de Mazatlán, Sinaloa, y al 

inspector adscrito a la citada Dirección, por la nulidad de la 

resolución de fecha 08 de octubre de 2015, a través de la cual se 

impone una sanción a cargo de la empresa actora por el importe 

correspondiente a 80 salario mínimos general vigente para el 

Municipio. 

 

2.- El día treinta de octubre de dos mil quince, la referida 

Sala, dictó acuerdo de admisión y ordenó correr traslado a las 

autoridades.  

 

3.- Por proveído de fecha siete de diciembre de dos mil 

quince, se tuvo por contestada la demanda. 

 

4.- Mediante auto de fecha doce de enero de dos mil 

dieciséis, se tuvo por ampliada la demanda y por acuerdo dictado 

el día veintiséis de enero del mismo año, se tuvo por contestada la 

misma. 

 

5.- Con fecha dieciocho de febrero de dos mil dieciséis, se 

declaró cerrada la instrucción y se citó el juicio para oír sentencia. 

 

6.- Con fecha doce de octubre de dos mil dieciséis, se dictó 

sentencia en la que se declaró la nulidad de los actos impugnados.  
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    ACTUACIONES 

 

7.- Mediante auto de fecha catorce de noviembre de dos mil 

dieciséis, la Sala Regional aludida, ordenó remitir a esta ad quem 

el recurso de revisión interpuesto por la autoridad demandada en 

contra de la referida sentencia, habiéndose recibido el día 

veinticinco de noviembre de dos mil dieciséis. 

 

8.- En sesión de Sala Superior de fecha dos de diciembre de 

dos mil dieciséis, se acordó admitir a trámite el referido recurso, 

en los términos previstos por los artículos 112, 113, 113 BIS y 114 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, 

designándose como ponente al M.C. Jorge Antonio Camarena 

Ávalos, Magistrado de Sala Superior, dándose vista a las partes 

para que en un plazo de tres días manifestaran lo que a su 

derecho conviniera respecto de tal designación, mismo que ha 

transcurrido sin que se hubiese pronunciado al respecto.  

 

 

II. COMPETENCIA 

 

  Esta Ad quem es competente para conocer y resolver el 

recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 17 fracción III, 112 fracción V, 113, 113 BIS y 114 de la 

Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa.  

 

 

III. CONSIDERACIONES y FUNDAMENTOS: 
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PRIMERO.- Esta Sala Superior procede al análisis del primer 

agravio planteada por la autoridad recurrente en el cual de manera 

medular señala que el A quo no debió declarara la nulidad lisa y 

llana sino para efecto de que se emitieran los actos declarados 

nulos, toda vez que dichos actos tienen su origen en un 

procedimiento derivado de facultades discrecionales, como lo es la 

facultad de supervisión de que los anuncios instalados en la vía 

pública cumplan con la normatividad municipal vigente. 

 

A juicio de este órgano de revisión el concepto de agravio 

sometido a estudio es infundado en virtud de las siguientes 

consideraciones: 

 

Del análisis efectuado a la sentencia recurrida, se advierte 

que el Magistrado primigenio determinó declarar la nulidad lisa y 

llana del acto impugnado consistente en la resolución de fecha 

08 de octubre de 2015, a través de la cual se impuso como 

sanción a la parte actora una multa equivalente a 80 salarios 

mínimos general vigente, ello con fundamento en la fracción IV, 

del artículo 97 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, al considerar que los anuncios de la parte 

actora se encuentran en el supuesto de exención establecido en 

el artículo 25, fracción III, de la Ley de Hacienda Municipal del 

Estado de Sinaloa, a referirse a la razón social de la empresa.  

 

 

En ese tenor, esta Ad quem considera que la sentencia 

dictada en el juicio principal no puede tener el alcance de 

obligar a la demandada a que emita un nuevo acto de 

autoridad, pues por un parte, la declaratoria de nulidad se 
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    ACTUACIONES 

 

originó por un vicio de fondo, toda vez que en la sentencia 

de primera instancia se determinó que los anuncios de la parte 

actora sí contaban con las licencias o permisos 

correspondientes, además que al referirse dichos anuncios a la 

razón social de la empresa actora, el A quo determinó que éstos 

se encontraban en el supuesto de exención para el pago del 

Impuesto Sobre Anuncios y Publicidad Comercial previsto en la 

fracción III, del artículo 25 de la Ley de Hacienda Municipal del 

Estado de Sinaloa. 

 

Aunado a lo anterior, al derivarse el acto impugnado de 

facultades discrecionales, contrario a lo aducido por la autoridad 

recurrente, la declaratoria de nulidad aún y cuando hubiera sido 

por vicios de formalidades, no puede ser para efectos, ya que 

este órgano jurisdiccional no puede obligar a la autoridad a 

dictar un nuevo acto debido a la discrecionalidad que la ley de la 

materia le reserva. 

 

Así, tenemos que en la especie, la declaración de nulidad 

del acto impugnado, sólo debe producir la insubsistencia de 

éste, en virtud de que su nulidad se originó por un vicio 

ilegalidad en cuanto al fondo del asunto y además que no 

proviene de una instancia, recurso o petición del gobernado, 

sino del ejercicio de facultades discrecionales de la autoridad 

fiscal. 
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Lo anterior, no obstante de que la ley que rige a este 

órgano de impartición de justicia es omisa en precisar cuál es el 

tipo de nulidad que deberá decretarse a cada caso concreto, 

puesto que ante la actualización de alguna de las causas de 

nulidad que haya sido acreditada en el juicio, debe considerarse 

en el caso concreto, cuál fue la génesis de la resolución 

impugnada y el alcance del motivo de nulidad decretada, 

a saber, si el vicio detectado constituye una cuestión de fondo o 

de forma, si el acto de autoridad nació del ejercicio de 

facultades discrecionales, si se dictó como resolución a un 

procedimiento, o si fue emitido en relación a una petición o 

solicitud. 

 

En esa tesitura, en el caso sometido a estudio nos 

encontramos en presencia de una nulidad lisa y llana por existir 

vicios de fondo, que impiden a la autoridad emitir una nueva 

resolución, pues de lo contrario, se atentaría contra la garantía 

de seguridad jurídica y el principio de cosa juzgada consagrados 

en los artículos 14 y 23 Constitucionales, toda vez que en la 

sentencia recurrida se determinó que la empresa actora sí 

contaba con los permisos correspondientes para la construcción 

de los anuncios materia de controversia y que al tratarse dichos 

anuncios de la razón social, éstos no se hubican en el hecho 

imponible que establece el impuesto municipal que los grava, 

determinándose por tanto, que respecto de los mismos, el 

Juzgador de origen determinó que la parte actora se ubica en el 

supeusto de exención del impuesto previsto en el artículo 25, 

fracción III, de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 

Sinaloa. 
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    ACTUACIONES 

 

Sirve de apoyo a la anterior determinación, la tesis 

sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, la cual es del rubro y texto siguiente1: 

 

 

“NULIDAD ABSOLUTA Y NULIDAD PARA 
EFECTOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. SU ALCANCE DEPENDE DE 

LA NATURALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA 
Y DE LOS VICIOS QUE ORIGINARON LA 

ANULACIÓN. La nulidad, entendida en un sentido 

amplio, es la consecuencia de una declaración 
jurisdiccional que priva de todo valor a los actos 

carentes de los requisitos de forma o fondo que 

marca la ley o que se han originado en un 
procedimiento viciado. Ahora bien, la ley contempla 

dos clases de nulidad: la absoluta, calificada en la 

práctica jurisdiccional como lisa y llana, que puede 
deberse a vicios de fondo, forma, procedimiento o, 

incluso, a la falta de competencia, y la nulidad para 

efectos, que normalmente ocurre en los casos en que 

el fallo impugnado se emitió al resolver un recurso 

administrativo; si se violó el procedimiento la 

resolución debe anularse, la autoridad quedará 
vinculada a subsanar la irregularidad procesal y a 

emitir una nueva; cuando el motivo de la nulidad fue 

una deficiencia formal, por ejemplo, la ausencia de 
fundamentación y motivación, la autoridad queda 

constreñida a dictar una nueva resolución fundada y 

motivada. En esa virtud, la nulidad lisa y llana 
coincide con la nulidad para efectos en la aniquilación 

total, la desaparición en el orden jurídico de la 
resolución o acto impugnado, independientemente de 

                                                           
1
 Época: Novena Época, Registro: 170684, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 
P. XXXIV/2007,Página: 26.  
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la causa específica que haya originado ese 
pronunciamiento, pero también existen diferencias, 

según sea la causa de anulación, por ejemplo, en la 

nulidad lisa y llana la resolución o acto quedan 
nulificados y no existe la obligación de emitir una 

nueva resolución en los casos en que no exista 

autoridad competente, no existan fundamentos ni 
motivos que puedan sustentarla o que existiendo se 

hayan extinguido las facultades de la autoridad 

competente; sin embargo, habrá supuestos en los 

que la determinación de nulidad lisa y llana, que 

aunque no constriñe a la autoridad tampoco le 

impedirá a la que sí es competente que emita la 
resolución correspondiente o subsane el vicio que dio 

motivo a la nulidad, ya que en estas hipótesis no 

existe cosa juzgada sobre el problema de fondo del 
debate, es decir, solamente la nulidad absoluta o 

lisa y llana que se dicta estudiando el fondo del 

asunto es la que impide dictar una nueva 
resolución, pues ya existirá cosa juzgada sobre 

los problemas de fondo debatidos. 
 

Contradicción de tesis 15/2006-PL. Entre las 

sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 15 de marzo 

de 2007. Unanimidad de diez votos. Ausente: José 

Ramón Cossío Díaz. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. Secretaria: Oliva Escudero Contreras. 

 

El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, 
aprobó, con el número XXXIV/2007, la tesis aislada 

que antecede. México, Distrito Federal, a quince de 

octubre de dos mil siete. 
 

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia porque 

no resuelve el tema de la contradicción planteada. 
 

 SEGUNDO.- A continuación se procede al estudio del 

segundo agravio planteado por la autoridad recurrente, en el 

cual sustancialmente refiere que el A quo no valoró de manera 

adecuada el procedimiento administrativo instaurado en contra 

de la actora, pues ésta no cuenta con los permisos 

correspondientes al año 2012 para anuncios de publicidad, a fin 
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    ACTUACIONES 

 

de poder tener instalados los cinco anuncios publicitarios 

materia de controversia. 

Agrega la recurrente que la parte actora violenta el 

artículo 83, fracción III, del Reglamento de Construcción para el 

Municipio de Mazatlán, pues dicho precepto legal establece que 

los anuncios publicitarios cualquiera que fuera su clasificación 

requiere de licencia municipal, la cual tendrá vigencia de un año 

y en el caso que nos ocupa, señala la recurrente, que si bien es 

cierto, la representante legal de la parte actora ********** 

señala en el cuerpo de la demanda contar con los cinco 

anuncios publicitarios, exhibiendo un permiso correspondiente 

al año 2011, también resulta cierto que dicho permiso ya 

expiró, por lo que era necesario contar con los permisos 

relativos al año 2012. 

 

A juicio de esta Sala Superior el agravio que se analiza es 

inoperante, ya que no tienden a combatir los fundamentos y 

motivos en que se sustentó el Magistrado de primera instancia 

al emitir la sentencia traído a revisión.  

 

Lo anterior debido a que al respecto, el referido juzgador 

sustentó su determinación en los siguientes razonamientos que 

a continuación se transcriben: 

 

“(…) 
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En ese sentido, de las citadas probanzas se 
desprende que la parte actora en ejercicio del 

derecho que le concede el artículo 57 del Reglamento 

de Construcción de Mazatlán, Sinaloa, compareció en 
el procedimiento administrativo de origen a ejercer 

su derecho de defensa en relación a los hechos y 

omisiones asentados en el acta de inspección o visita 
número 097/09/2012; a través del escrito 

presentado el día treinta de noviembre de dos mil 

doce, en el que realizó manifestaciones y anexó las 

documentales consistentes en el recibo oficial 

número 96124, dictamen de alineamiento número 

9244, permiso de construcción con número de folio 
25542, permiso de construcción de anuncio con folio 

23566, plano arquitectónico, escritura pública 

número 9623, solicitud para permiso de construcción 
número 089147, fotografía, dictamen de uso de 

suelo número 122/2011 y permiso de construcción 

número 25542. 
 

Así mismo (SIC) se desprende que la autoridad 
demandada en la resolución impugnada concedió a 

las referidas pruebas valor probatorio pleno, pero 

consideró que estas no desvirtúan lo asentado en el 
acta de visita de inspección número 097/09/2012 de 

fecha veintisiete de septiembre de dos mil doce, en 

cuanto a que la empresa visitada no cuenta con los 
permisos correspondientes al año dos mil doce, para 

tener instalados los cinco anuncios públicos 

señalados en la referida acta de inspección. 
 

Contrario a lo sostenido por la autoridad 

demandada en la resolución impugnada, esta 
Sala considera que tal argumento es 

improcedente, toda vez que del procedimiento que 

nos ocupa se advierte que la actora cuenta con los 
respectivos permisos de construcción para la 

instalación de los anuncios comerciales con número 

23454 y 25542; asimismo, se desprende que dichos 
permisos fueron expedidos a la parte actora para la 

instalación de cinco anuncios publicitarios, 

consistentes en uno de ellos autosoportado y los 
cuatro restantes adosados sobre la fachada, y 

tenían una vigencia del 03 de mayo y 29 de 

septiembre, de 2012. 
 

Por tanto le asistía el derecho para ejecutar la obra 
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    ACTUACIONES 

 

autorizada en el plazo que dichos permisos 

concedían, con la posibilidad de que si no se 
pudieran realizar los trabajos respectivos en el plazo 

concedido se podría solicitar prorroga, así como 

también si se tenía imposibilidad de continuar la 
ejecución de la obra podría solicitar la suspensión de 

la misma, hasta que se estuviera en posibilidad de 

realizarla o completarla, tal y como los disponen 
los artículos 30 y 34 del Reglamento de 

Construcción de Mazatlán, Sinaloa que a letra 

dicen: 
(…) 

 

De lo anterior se deriva que los permisos o licencias 
de construcción tienen como objetivo la ejecución de 

obra de construcción y en su caso instalación de 

anuncios, y para mayor claridad es necesario tener 
en cuenta las definiciones de estos conceptos para la 

cual a continuación se transcriben las definiciones 

que realiza la academia de lengua española: 
 

Ejecutar: Llevar a cabo una acción, especialmente un 

proyecto, un encargo o una orden. 

 

Instalar: Colocar una cosa en un lugar para que 

funcione correctamente o realice la función que 
corresponde. 

 

En ese sentido se desprende que la autoridad 
demandada tiene la facultad de otorgar 

autorizaciones mediante licencias o permisos para 

ejecutar cualquier tipo de obra de construcción, lo 
que en la especie sucedió con la expedición de los 

permisos de construcción número 23454 y 25542, 
que obran en autos; mismo que son el documento 

expedido por el Ayuntamiento a través de la 

Dirección demandada, por el cual se autoriza a los 
propietarios o poseedores, a ejecutar cualquier tipo 
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de obra en predios privados y públicos o trabajos de 
construcción, reparación o mantenimiento de 

infraestructura urbana en la vía pública y el tiempo 

de vigencia de la licencia de construcción estará en 
relación con la magnitud de las obras a ejecutarse, lo 

que indica claramente que las licencias o permisos de 

construcción se puedan otorgar o negar, solo para 
cuando se va a construir la obra o en el caso que nos 

ocupa se realiza la acción de instalar un anuncio 

comercial. Pero no existe el supuesto legal de 

que cada año se tenga que estar renovando la 

licencia o permiso de construcción, para algo 

que ya fue construido o instalado (anuncio); 
pues la facultad de la autoridad demandada 

solo es expedir o negar los permisos o licencias 

de construcción para ejecutar la obra o instalar 
los anuncios pero no tiene facultades para cada 

año exigir que la actora tenga un nuevo 

permiso o licencia de construcción, pues el 
plazo que establece el artículo 34 del 

Reglamento de Construcción en cita, es para 
que se construya la obra o se instale el anuncio, 

con la posibilidad de pedir prorroga, sino se 

logra realizar en el plazo concedido; o ante la 
imposibilidad de continuar los trabajos de 

construcción o instalación de anuncios 

suspender los mismos avisando cuando se 
reinicien dichos trabajos. 

 

Asimismo, los anuncios que fueron instalados 
mediante los permisos antes indicados, no se 

ubican en el hecho imponible que establece el 

impuesto municipal que grava dicha actividad; 
toda vez que de las pruebas antes valoradas se 

logra advertir que dicho anuncio se refiere a la 

razón social de la empresa actora y por ende se 
ubica en el supuesto de exención prevista en el 

artículo 25 fracción III de la Ley de Hacienda 

Municipal que dispone:  
(…) 

 

Así pues, considerando que el argumento del actor 
resultó fundado, en virtud de que se encuentra en el 

supuesto de exención establecido por el artículo 

antes analizado, por tanto, este resolutor considera 
que en el caso que nos ocupa se actualiza la causal 

de nulidad prevista en la fracción IV del artículo 97 
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    ACTUACIONES 

 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, circunstancia que obliga a esta Sala a 
declarar la nulidad lisa y llana de la resolución de 

fecha ocho de octubre de dos mil quince, con 

fundamento en lo establecido por la fracción II del 
numeral 95, del precitado ordenamiento legal.” 

 

Del extracto del a sentencia transcrito se advierte que el 

Magistrado de origen determinó declarar la nulidad de la 

resolución impugnada, en virtud de que la parte actora sí 

contaba con los permisos de construcción y/o instalación de los 

anuncios publicitarios materia de controversia y de que en el 

Reglamento de Construcción de Mazatlán no existe supuesto 

legal que prevea de que cada año se tenga estar renovando la 

licencia o permiso de construcción para los que ya están 

construidos o instalados, y por tanto, la autoridad no tiene 

facultades para cada año exigir que la actora tenga un nuevo 

permiso o licencia de construcción respecto de los anuncios ya 

construidos o instalados, pues el plazo que establece el artículo 

34 del Reglamento en comento,  es para que se construya o se 

instale el anuncio con la posibilidad de pedir prorroga en el caso 

de que no se llegue a concluir su instalación. 

 

Asimismo, se advierte que el Juzgador de primera 

instancia determinó que aunado a lo anterior, de las probanzas 

que obraban en autos, se advertía que los anuncios materia de 

litis no se ubicaban en el hecho imponible que establece el 
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impuesto municipal que grava los anuncios publicitarios, pues 

éstos se refieren a la razón social de la empresa actora y por 

ende, determinó que se ubican en el supuesto de exención 

previsto en la fracción III del artículo 25 de la Ley de Hacienda 

Municipal del Estado de Sinaloa, procediendo con ello a la 

declaratoria de nulidad de manera lisa y llana de la resolución 

impugnada. 

 

Sin embargo, no obstante lo expuesto por el citado 

juzgador en la sentencia, los agravios de la parte recurrente no 

confrontan directamente los razonamientos anteriores, pues se 

limitan a señalar y reiterar que la parte actora no cuenta con 

los permisos de los anuncios en comento correspondientes al 

año 2012, pues sólo acreditó contar con los permisos de 

instalación de anuncios para el año 2011, y dicha licencia 

expiró, toda vez que éstos solo tienen vigencia de un año. 

  

Así entonces, es evidente que la autoridad recurrente al 

realizar la serie de argumentos plasmados anteriormente no 

confronta directamente los motivos que adujo el magistrado 

instructor para sustentar su determinación, en cuanto a que no 

existe precepto legal en el Reglamento de Construcción de 

Mazatlán que faculte a la autoridad a exigir a la parte actora 

por permisos de construcción o instalación de los anuncios 

publicitarios ya instalados por la actor, materia de litis del 

juicio principal, toda vez que la parte actora sí demostró contar 

en su momento con los permisos en el año 2011, pues no se 

debe exigir a la actora que tenga que tenga un nuevo permiso 

o licencia de construcción cada año, aunado a lo sustentado 

por el A quo en el sentido de que además de lo anterior, los 

referidos anuncios al referirse a la razón social de la empresa 
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actora, se encuentran dentro del supuesto de exención del 

impuesto correspondiente prevista en la fracción III del 

artículo 25 de la Ley de Hacienda Municipal; quedando así de 

manifiesto la insuficiencia de los planteamientos de la 

recurrente. 

 

En ese orden de ideas, este órgano de alzada considera 

que resulta inoperante el concepto de agravio en estudio, ya 

que la revisionista omitió controvertir directamente los 

razonamientos que expuso el juzgador de origen para declarar 

la nulidad del acto impugnado en el juicio de nulidad. 

 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis jurisprudencial que a 

continuación se inserta2: 

 

“AGRAVIOS EN LA REVISIÓN FISCAL. SON 
INOPERANTES SI ÚNICAMENTE CONSTITUYEN 

UNA REITERACIÓN DE ARGUMENTOS VERTIDOS 

EN LA CONTESTACIÓN DE DEMANDA, SIN 
CONTROVERTIRSE LAS CONSIDERACIONES 

CONFORME A LAS CUALES ESTOS SE HAYAN 

DECLARADO INFUNDADOS. El principio de estricto 
derecho que impera en tratándose de revisiones 

fiscales obliga a que la parte inconforme con una 

determinada resolución demuestre la ilegalidad de 
ésta, so pena de que sea confirmada en su perjuicio, 

                                                           
2 Novena Época, Registro: 204708 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta II, Agosto de 1995 Materia(s): Administrativa Tesis: 
I.3o.A. J/1 Página: 295. 
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consecuentemente, si la autoridad recurrente 
formula sus conceptos de agravio mediante una 

simple reiteración de las razones que defienden 

el acto impugnado, expuestas al contestar la 
demanda, pero sin controvertir las 

consideraciones a cuya luz esas razones ya 

resultaron infundadas para la Sala emisora de 
la sentencia recurrida, entonces ésta debe 

confirmarse al encontrarse legalmente subsistentes 

los fundamentos que le sirven de apoyo, tornándose 

en inoperantes los conceptos de agravio.” 

 

 

 

IV.- RESOLUCIÓN 
 

Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por los 

artículos 17 fracción III, 114, cuarto párrafo, 114 BIS fracción I, 

todos de la ley que rige la materia, se resuelve:   

 

PRIMERO.- Los agravios formulados por la Dirección de 

Planeación del Desarrollo Urbano Sustentable del Honorable 

Ayuntamiento de Mazatlán, Sinaloa, autoridad demandada en el 

juicio principal, son infundados e inoperantes, en consecuencia: 

 
 

SEGUNDO.- Se confirma la sentencia dictada por la Sala 

Regional Zona Sur de este tribunal, el día doce de octubre de 

dos mil dieciséis, según lo expuesto en el apartado primero y 

segundo de Consideraciones y Fundamentos de esta resolución. 

 
 

TERCERO.- Comuníquese a la Sala de origen el contenido 

del fallo, corriéndole traslado con copia certificada del mismo, y 

en su oportunidad, hágase entrega del expediente principal, así 

como el archivo del recurso de revisión como asunto concluido. 



TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

 

REVISIÓN: 2891/2016 

  

RECURRENTES: DIRECCIÓN DE 
PLANEACIÓN DEL DESARROLLO 

URBANO SUSTENTABLE DEL H. 

AYUNTAMIENTO DE MAZATLÁN, 
SINALOA. AUTORIDAD 

DEMANDADA. 

 

 

  

17 

    ACTUACIONES 

 

 
 

CUARTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

Así lo resolvieron por unanimidad de votos, en sesión 

ordinaria número 37/2017, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 16 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, los Magistrados Propietarios que integran la 

Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Sinaloa, así como la Secretaria General de Acuerdos, quien 

da fe:  

 
 

 
_______________________________ 

DR. HÉCTOR SAMUEL TORRES ULLOA  
MAGISTRADO PRESIDENTE 

 
 
 

 
 
 

_____________________________ 
LIC. JESÚS IVÁN CHÁVEZ RANGEL  
MAGISTRADO PROPIETARIO DE 

SALA  SUPERIOR 

 
 

 
_____________________________________ 
M.C. JORGE ANTONIO CAMARENA ÁVALOS 

MAGISTRADO PROPIETARIO DE 
SALA SUPERIOR 

 
 

 
 
 

 ________________________________  
    M.C. EDNA LIYIAN AGUILAR OLGUIN 
   SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS 

 
 
 
 
JACA/dmgm 
Id.- 18483  
 
 
 
 

ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 
Fundamento legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo fracción I, 
Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, Quincuagésimo Tercero, 
Quincuagésimo Noveno, Sexagésimo Segundo y Sexagésimo Tercero de los 
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Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 
información, así como la elaboración de versiones públicas. 
 


